En sesión celebrada el día 6 de febrero de 2012, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo: 

En ejercicio de la iniciativa legislativa que le reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y al amparo de artículo 87.2 de la Constitución Española, el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai, ha presentado en el Parlamento de Navarra la proposición de Ley por la que se modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 148 y 212 del Reglamento de la Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavoces, SE ACUERDA: 

1.º Admitir a trámite y ordenar la publicación de la proposición de Ley por la que se modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en el artículo 148 del Reglamento.

Pamplona, 6 de febrero de 2012

El Presidente: Alberto Catalán Higueras   

Proposición de Ley por la que se modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil

Modificación del artículo 576 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, Ley de Enjuiciamiento Civil, modificando el punto el punto 1 y mediante la adición de un punto 4, conforme al siguiente texto:

1. Desde que fuera dictada en primera instancia, toda sentencia o resolución que condene al pago de una cantidad de dinero líquida determinará, en todo caso, a favor del acreedor el devengo de un interés anual igual al del interés legal del dinero incrementado en dos puntos.

4. En todos los créditos o préstamos en que una entidad crediticia, banco o caja declare vencido el crédito para su reclamación por la vía pertinente, incluida la judicial, devengará el interés legal simple, es decir, sin originar intereses de intereses hasta el primer pronunciamiento judicial a partir del cual se aplicará el número 1 en este sentido.

Motivación:

En cuanto a la modificación propuesta del artículo 576 las razones que se han evidenciado en la práctica son:

a) Que dicho artículo debe ser aplicado en todo caso, al margen de que existan o no pactos sobre intereses, tanto ordinarios como incrementados por mora, prevaleciendo siempre el criterio del interés procesal, una vez tramitado judicialmente un asunto. No es equitativo que subsista la aplicación de intereses pactados, habitualmente muy gravosos para los deudores, después de un pronunciamiento judicial.

b) Por otro lado, las entidades crediticias están normalmente facultadas para declarar resuelto un contrato de préstamo, momento a partir del cual está normalmente previsto en las pólizas que empiecen a regir intereses de mora habitualmente muy superiores a los intereses de la concesión del crédito. A partir de dicho momento y efectuadas las comunicaciones legalmente pertinentes, es posible la reclamación judicial y, sin embargo, puede no producirse la misma hasta pasado mucho tiempo en el que la entidad de crédito es beneficiaria de los intereses de mora por el simple hecho de no haber interpuesto la demanda judicial. La equidad exige reducir el periodo de exigibilidad judicial de los intereses de mora al plazo en el que no haya podido interponerse por la entidad acreedora la demanda correspondiente.

Modificación del artículo 637 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, Ley de Enjuiciamiento Civil, conforme al siguiente texto:

1. En las ejecuciones hipotecarias referidas a viviendas que constituyan el domicilio habitual de la persona ejecutada, el avalúo del bien será el de la tasación efectuada por ambas partes como referencia de la hipoteca pactada y en ningún caso podrá ser inferior a la cantidad total garantizada mediante dicha hipoteca por todos los conceptos, tales como principal, intereses y costas judiciales.

2. En todos los demás casos, si los bienes embargados no fueren de aquellos a que se refieren los artículos 634 y 635 se procederá a su avalúo, a no ser que ejecutante y ejecutado se hayan puesto de acuerdo sobre su valor antes o durante la ejecución.

Modificación del artículo 670 de la Ley 1/2000 de 7, de enero, Ley de Enjuiciamiento Civil, introduciendo un primer apartado anterior a los ocho que existen en el mismo, conforme al siguiente texto:

Nuevo punto.

En las subastas dimanantes de ejecuciones hipotecarias de viviendas que constituyan el domicilio de la persona ejecutada, si las propuestas presentadas no superasen el precio del avalúo calculado, conforme al artículo 637.1 de esta Ley, dicha vivienda se entenderá adjudicada a la entidad ejecutante: a) en la cuantía del crédito que la misma ostente contra la persona ejecutada en el momento de dicha adjudicación, si dicha cuantía fuese inferior al precio del avalúo determinado conforme a dicho artículo 637.1; b) en otro caso, por el precio de dicho avalúo si este fuere inferior al crédito de la ejecutante frente a la persona ejecutada. En todo caso, el acta de la subasta constituirá el título de adjudicación o bien a un tercero o bien a la entidad ejecutante.

En todos los demás casos, serán de aplicación las ocho normas siguientes de dicho artículo 670.

Motivación:

En cuanto a las modificaciones de los artículos 637 y 670 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, ha de aducirse que:

La entrada en vigor de dicha Ley supuso la desaparición de las organizaciones dedicadas a las subastas judiciales. Sin embargo, ha originado por otro lado, la extrema facilidad de adjudicación de inmuebles, al margen de su condición de vivienda habituales o no, a las entidades crediticias en precios que son muy inferiores a los que sirvieron para el otorgamiento de la hipoteca.

En el otorgamiento de la hipoteca existe un acto propio de la entidad hipotecante que valora la finca en las cantidades cuyo pago está garantizado por la misma, es decir, las cuantías de principal, intereses y costas establecidas en la propia escritura hipotecaria.

Esta modificación pretende que la adjudicación a la entidad que ejercita la acción hipotecaria sea coherente con dicho acto propio y que, por lo tanto en los casos de vivienda o domicilio habitual, la adjudicación no se pueda efectuar por precio inferior a aquel que haya servido como referencia del préstamo o crédito garantizado con la hipoteca.

Por otro lado, si el crédito de la ejecutante es inferior a dicho precio de avalúo, la adjudicación debe efectuarse ope legis, es decir, automáticamente, en dación de pago de dicho crédito, ya que siempre asiste al ejecutado la posibilidad de liberar sus bienes prevista en el número del apartado segundo del artículo 670 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000.

Disposición derogatoria. La aprobación de esta Ley conlleva la derogación de la legislación de igual o inferior rango en aquellos artículos que contradigan lo aquí estipulado.

Disposición final. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el BOE.

